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Salgado Schwarz, Carlos G., Juez Ponente. 
 

 
 

S E N T E N C I A   
 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 8 de agosto de 2024. 

 Comparece el Municipio de Vieques (en adelante 

“Municipio” o “Apelante”) y solicita que revoquemos la 

Sentencia emitida el 21 de marzo de 2023 y notificada el 

30 de marzo de 2023 por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Vieques (en adelante “TPI”). En esa 

ocasión, el TPI declaró con lugar la demanda de 

impugnación radicada por PV Properties Inc. y Windmar 

Renewable Energy (en adelante “Apeladas”).  

 Con el beneficio de la comparecencia de ambas 

partes y por los fundamentos que exponemos a 

continuación, revocamos la Sentencia apelada. 

-I- 

 A continuación, exponemos los hechos pertinentes 

ante nuestra consideración.   

 Según surge de los autos del caso, el 24 de mayo de 

2013 el Secretario del Departamento de Desarrollo 

Económico y Comercio de Puerto Rico (en adelante 

“Departamento de Desarrollo Económico”), el señor 
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Alberto Bacó Bagué (en adelante “Sr. Bacó”) emitió una 

Exención contributiva a tenor con la Ley Núm. 83 de 19 

de julio de 2010, según enmendada, también conocida como 

Ley de Incentivos de Energía Verde de Puerto Rico1 (en 

adelante “Ley 83-2010” o “Ley de Incentivos”) a favor de 

PV Properties, Inc. por un periodo de veinticinco (25) 

años, contados a partir del 1ro de enero de 2013. Tres 

años después, el 24 de mayo de 2016, la Directora 

Ejecutiva del Departamento de Desarrollo Económico, la 

señora Elizabeth Aponte Rivera (en adelante “Sra. 

Aponte”) emitió una enmienda a la referida exención a 

fin de hacer un cambio en la descripción de la actividad 

elegible, incluyendo así la instalación de los equipos 

en el Municipio de Vieques.2    

Ahora bien, entre las Apeladas y la Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados hubo un contrato de obras 

mediante el cual PV Properties y Windmar tendrían a su 

cargo la instalación de Paneles fotovoltaicos en la 

Planta de tratamiento de aguas AAA Martineau y la Planta 

de tratamiento de aguas en el sector mosquito/entrada 

bunkers/2014. 

 A raíz de lo anterior, el 5 de febrero de 2015, el 

director de Finanzas del Municipio les remitió a las 

Apeladas una misiva indicando que habían incumplido con 

la Ley Núm. 81 del 30 de agosto de 1991, según enmendada, 

conocida como la Ley de Municipios Autónomos de Puerto 

Rico (en adelante “Ley Núm. 81-1991” o “Ley de Municipios 

 
1 Ley Núm. 83 de 19 de julio de 2010, según enmendada.  
2 Según surge de la enmienda a la Exención contributiva el cambio 

en la descripción de la actividad protegida lee de la siguiente 

forma: “the assembly of equipment for the generation of green 

energy, including the installation of such equipment in the 

facilities of the end user of the green energy and the operation of 

the green energy generation equipment.” Véase Anejo 11 del recurso, 

pág. 219. 
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Autónomos”) y con la Ordenanza Municipal #32 serie 2007-

2008 para la imposición y cobro de arbitrios de 

construcción. Según alega el Municipio, las Apeladas 

incumplieron con lo siguiente:  

1. Radicar declaración de su actividad detallada por 

renglón que describa los costos de la obra a 

realizarse.  

2. Pagar el arbitrio antes de comenzar la obra el 5-

2-2013. 

3. Someter costo final de la obra.  

4. Otros recibos de ley que le implican. 

5. Someter todos los cambios de órdenes del proyecto.  

6. Información del contratista.  

Como parte de la misiva, el Municipio le imputó a las 

Apeladas una deuda por la suma de $98,635.80 en concepto 

de arbitrios. Además, les advirtió que debían emitir el 

pago adeudado en un término de quince (15) días. Sin 

embargo, de no estar de acuerdo con dicha imputación, 

podían presentar una solicitud de reconsideración dentro 

del mismo término. 

Posteriormente, el 25 de marzo de 2015 el Municipio 

de Vieques le cursó a las Apeladas una Determinación 

Final de Arbitrios de Construcción3. Como parte de dicha 

determinación, el Municipio señaló que la deuda ascendía 

a $120,335.52, cantidad que podían impugnar mediante una 

solicitud de reconsideración dentro de los veinte (20) 

días contados a partir de la fecha del depósito en el 

correo de la notificación y previa prestación de fianza 

a favor del Municipio4.  

 
3 Véase Anejo 1 del recurso, pág. 8. 
4 Véase Anejo 1 del recurso, pág. 8.  
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A raíz de dicha notificación, el 14 de abril de 2015 

PV Properties y Windmar Renewable Energy presentaron una 

Demanda5 contra el Municipio de Vieques. El 15 de enero 

de 2016, las Apeladas presentaron una Demanda Enmendada6 

añadiendo una causa de acción, a saber, que estas eran 

titulares de un Decreto de Exención7 total sobre 

arbitrios de construcción conforme el Amendment of Green 

Energy Production Tax Exemption Grant and Statement of 

Compliance8. Oportunamente, el Municipio contestó la 

Demanda Enmendada9 alegando que dicho Decreto no exime a 

las Apeladas del pago de contribuciones. Transcurridos 

varios años y luego de múltiples trámites procesales, el 

22 de enero de 2020, el Municipio le solicitó al TPI que 

el caso se atendiera mediante Memorandos de Derecho10. 

Dicha solicitud fue aceptada por el tribunal y se les 

concedió a las partes treinta (30) días para presentar 

sus respectivos memorandos. En cumplimiento con la Orden 

del tribunal las partes presentaron los Alegatos 

correspondientes. Las aquí Apeladas se reafirmaron en su 

argumento de que les cobija un decreto de exención con 

los cuales el Municipio está impedido de intervenir11. 

Por su parte, el Municipio señala que las apeladas no 

podían beneficiarse de dicho decreto, toda vez que no 

cumplieron con el término de treinta (30) días12 para 

notificarle al Municipio sobre la exención.13 Luego de 

 
5 Véase Anejo 1 del recurso, págs. 1-10. 
6 Véase Anejo 3 del recurso, págs. 17-43. 
7 Véase Anejo 3 del recurso, págs. 36-43. Dicho Decreto de Exención 

estuvo vigente a partir del 1ro de enero de 2013. 
8 Véase Anejo 11 del recurso, págs. 197-201.  
9 Véase Anejo 4 del recurso, 44-48. 
10 Véase Anejo 8 del recurso, pág. 68.  
11 Véase Anejo 11 del recurso, págs. 73-277.  
12 El Municipio alega que los 30 días se debieron haber comenzado a 

contar a partir del 1ro de enero de 2013, fecha que fijaron las 

Apeladas como el comienzo de las operaciones. Véase Anejo B del 

Alegato en Oposición, pág. 10. 
13 Véase Anejo B del Alegato en Oposición, págs. 1-11.  
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múltiples incidencias procesales, el 14 de febrero de 

2022 el TPI emitió una Sentencia14 y concluyó que la 

causa de acción estaba prescrita debido a que la Demanda 

fue presentada fuera del término provisto por la Ley de 

Municipios Autónomos. Por tal razón, la Demanda fue 

desestimada. Inconforme, las Apeladas acudieron ante 

esta Curia quien revocó la Sentencia impugnada15. Así las 

cosas, el caso fue devuelto al TPI en donde se le 

concedió al Apelante una última oportunidad de 

expresarse respecto a los asuntos planteados por las 

Apeladas. Luego de sometidos los respectivos Memorandos 

de Derecho, el 21 de marzo de 2023 el TPI emitió una 

Sentencia16 declarando Con Lugar la Demanda y, por 

consiguiente, ordenando la cancelación del cobro de 

arbitrios de construcción. Oportunamente, el Apelante 

presentó una Moción de Reconsideración17, la cual fue 

declarada No Ha Lugar por el TPI.  

Inconforme con la determinación emitida por el TPI, 

el Municipio acude ante nos mediante los siguientes 

señalamientos de error:  

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE 

PRIMERA INSTANCIA Y VIOLÓ EL DEBIDO 

PROCESO DE LEY DEL MUNICIPIO, AL 

ADJUDICAR MEDIANTE MEMORANDO DE 

DERECHO QUE PV PROPERTIES/WINDMAR 

ERA TENEDORA DE UN DECRETO DE 

EXENCIÓN QUE LA EXIMÍA DEL PAGO DE 

LOS ARBITRIOS DE CONSTRUCCIÓN 

IMPUTADOS POR EL MUNICIPIO, CUANDO 

DICHA CONTROVERSIA REQUERÍA 

CONSIDERAR HECHOS Y DOCUMENTOS QUE 

NO ESTABAN PROPIAMENTE ADMITIDOS EN 

EVIDENCIA, Y ELLO REQUERÍA LA 

CELEBRACIÓN DE UNA VISTA 

EVIDENCIARIA O, EN LA ALTERNATIVA, 

QUE LA PARTE APELADA CUMPLIERA CON 

LAS EXIGENCIAS DE LA REGLA 36 DE 

PROCEDIMIENTO CIVIL.  

 
14 Véase Anejo D del Alegato en Oposición, págs. 1-9. 
15 Véase Anejo 14 del recurso, págs. 292-301. 
16 Véase Anejo 16 del recurso, págs. 332-340. 
17 Véase Anejo 17 del recurso, págs. 341-344. 
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ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE 

PRIMERA INSTANCIA AL APLICAR LA 

NORMA SENTADA EN EL CASO DE 

COOPERATIVA V. MUNICIPIO DE 

MAYAGÜEZ, 200 DPR 546 (2018) Y 

RESOLVER COMO CUESTIÓN DE DERECHO 

QUE LA EXENCIÓN LEGISLATIVA QUE 

COBIJA A LA AUTORIDAD DE ACUEDUCTOS 

Y ALCANTARILLADOS ES EXTENSIBLE AL 

CONTRATISTA QUE REALIZA UNA OBRA DE 

CONSTRUCCIÓN A FAVOR DE ÉSTA [SIC]. 

 
 

-II- 

 A. Sentencia dictada sumariamente  

 El mecanismo de sentencia sumaria tiene el 

propósito de propiciar una solución rápida, justa y 

económica de los pleitos en los cuales no es necesario 

celebrar un juicio plenario.18 A fin de cumplir con dicho 

objetivo, la Regla 36 de Procedimiento Civil establece 

el procedimiento a seguir.  

 Esta regla lee como sigue:  

Una parte que solicite un remedio 

podrá presentar, en cualquier 

momento después de haber 

transcurrido veinte (20) días a 

partir de la fecha en que se emplaza 

a la parte demandada, o después que 

la parte contraria le haya 

notificado una moción de sentencia 

sumaria, pero no más tarde de los 

treinta (30) días siguientes a la 

fecha límite establecida por el 

tribunal para concluir el 

descubrimiento de prueba, una 

moción fundada en declaraciones 

juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes, para que 

el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la 

reclamación solicitada.19  

 

 Por su parte, la Regla 36.2 dispone lo siguiente: 

Una parte contra la cual se haya 

formulado una reclamación podrá, a 

partir de la fecha en que fue 

emplazada pero no más tarde de los 

treinta (30) días siguientes a la 

 
18 Const. José Carro v. Mun. Dorado 186 DPR 113 (2012). 
19 32 LPRA Ap. V, R. 36.1. 
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fecha límite establecida por el 

tribunal para concluir el 

descubrimiento de prueba, presentar 

una moción fundada en declaraciones 

juradas o en aquella evidencia que 

demuestre la inexistencia de una 

controversia sustancial de hechos 

esenciales y pertinentes, para que 

el tribunal dicte sentencia 

sumariamente a su favor sobre la 

totalidad o cualquier parte de la 

reclamación.20 

 

 Cabe señalar que las declaraciones juradas para 

sostener u oponerse a una moción de sentencia sumaria se 

basarán en el conocimiento personal del declarante. 

Además, contendrán los hechos que serían admisibles en 

evidencia y que demuestren que el declarante está 

cualificado para testificar en cuanto a su contenido.21 

 B. Ley de Sociedades Cooperativas de Ahorro y 

Crédito22  

 La exposición de motivos de esta legislación señala 

los principios esenciales que se han adoptado 

internacionalmente por los cuales se rigen las 

cooperativas. Uno de estos principios es la 

participación económica de los socios. Sobre este 

particular, el estatuto lee como sigue:  

Los socios contribuyen de manera 

equitativa y controlan de manera 

democrática el capital de la 

cooperativa. Por lo menos una parte 

de ese capital es propiedad común de 

la cooperativa. Usualmente reciben 

una compensación limitada, si es que 

la hay, sobre el capital suscrito 

como condición de membresía.23 

 

 C. Ley de Acueductos y Alcantarillados24 

  

 
20 32 LPRA Ap. V, R. 36.2. 
21 32 LPRA Ap. V, R. 36.5. 
22 Ley Núm. 255 de 28 de octubre de 2002, según enmendada. 
23 Véase Exposición de Motivos de la Ley de Sociedades Cooperativas 

de Ahorro y Crédito de 2002, Ley Núm. 255 de 8 de octubre de 2002, 

según enmendada.  
24 Ley Núm. 40 de 1 de mayo de 1945, según enmendada.  
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 A fin de que la AAA cumpla con el fin para el cual 

fue creada, la Asamblea legislativa proveyó una exención 

de contribuciones. A tales efectos, la sección 15 de la 

Ley 40-1945 dispone lo siguiente:  

Por la presente se resuelve y 

declara que los fines para los que 

la Autoridad se crea y debe ejercer 

sus poderes son la conservación de 

la salud pública, el adelantamiento 

del bienestar general y el fomento 

del comercio y la prosperidad, que 

son todos ellos propósitos de fines 

públicos para beneficio del Pueblo 

de Puerto Rico en todos sentidos y 

por tanto la Autoridad no será 

requerida para pagar ningunas 

contribuciones o impuestos 

estaduales o municipales sobre 

ninguna de las propiedades 

adquiridas por ella o bajo su 

jurisdicción, control, posesión o 

inspección, o sobre sus actividades 

en la explotación y conservación de 

cualquier propiedad, o sobre los 

ingresos derivados de cualquiera de 

sus propiedades y actividades.25 

 

D. Autenticación e Identificación  

 

1. Regla 901 – Requisito de 

Autenticación e Identificación  

 

(a) El requisito de autenticación 

o identificación como una 

condición previa a la 

admisibilidad se satisface con 

la presentación de evidencia 

suficiente para sostener una 

determinación de que la 

materia en cuestión es lo que 

la persona proponente 

sostiene.26  

 

2. Regla 902 – Autenticación prima 
facie  

 

La referida regla dispone una serie de excepciones 

al requisito de evidencia extrínseca como condición de 

autenticación previo a la admisibilidad de documentos. 

Veamos las pertinentes al caso de autos:  

  

(a) …  

 
25 22 LPRA § 155. 
26 32 LPRA Ap. VI, R. 801. 
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(b) Documentos públicos bajo sello 

oficial  

Documentos bajo sello si éste 

[sic] aparenta ser el sello 

oficial de: 

   

(1)  el Estado Libre Asociado 

de Puerto Rico,  

(2) los Estados Unidos de 

América, 

(3) un estado, territorio o 

posesión de los Estados 

Unidos de América, o 

(4) un departamento, agencia 

pública, corporación 

pública o funcionario de 

cualquiera de las 

entidades enumeradas en 

los subincisos (1), (2) y 

(3) anteriores.  

Dichos documentos deben estar 

firmados por la persona que 

aparenta ser la que los 

otorga.27 

  

(c) Documentos públicos firmados 

por funcionarios  

 

Documentos -aunque no estén bajo 

sello- presuntamente firmados en su 

capacidad oficial por una persona 

que es funcionaria de cualquiera de 

las entidades enumeradas en los 

subincisos (1), (2) y (3) del 

apartado (B) de esta Regla, siempre 

que tales documentos sean 

acompañados por una certificación 

bajo sello expedida por la persona 

que en calidad de funcionaria 

competente da fe que la firma es 

genuina y de que es la funcionaria 

con capacidad oficial para firmar 

los documentos.28  

 

  

E. Coop. Ahorro Rincón v. Mun. Mayagüez29  

 

En esta ocasión, el Tribunal Supremo tuvo ante sí 

determinar si procedía la exención del pago de arbitrios 

de construcción provista en la Ley de Sociedades 

Cooperativas de Ahorro y Crédito30 (en adelante “Ley de 

Cooperativas”) a favor de un contratista que realizó una 

obra por encargo de una cooperativa.  

 
27 32 LPRA Ap. VI, R. 902 (b).  
28 32 LPRA Ap. VI, R. 902(c). Énfasis suplido.  
29 200 DPR 546 (2018).  
30 7 LPRA § 1361 et seq. 
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Dicha legislación regula el funcionamiento de las 

cooperativas que actúan como instituciones 

financieras.31 Mediante la exposición de motivos, la 

Asamblea Legislativa catalogó a las cooperativas como un 

pilar en el desarrollo económico y social del país, 

revestido de un alto interés público. A fin de alcanzar 

este objetivo, el legislador les concedió a las 

cooperativas una serie de exenciones contributivas. Como 

parte de su análisis, nuestro más alto foro señala que 

los arbitrios de construcción se incluyen como parte del 

costo de la obra, por lo tanto, a fin de hacer cumplir 

el propósito de la legislación – beneficiar a las 

cooperativas haciéndolas más competitivas en nuestra 

economía de mercado - es necesario que la exención sea 

extensible al contratista.  

-III- 

 
 Como primer error, el Municipio señala que erró el 

TPI al determinar mediante Memorando de Derecho que a 

las apeladas les cobija una exención que las exime del 

pago de los arbitrios de construcción. Veamos.  

El 24 de mayo de 2013 el Sr. Bacó emitió una 

exención contributiva a favor de PV Properties, Inc. 

Dicha exención constituye un documento público firmado 

por un funcionario en su capacidad oficial. Ahora bien, 

nuestro ordenamiento probatorio establece el requisito 

de autenticación como condición a la admisibilidad de 

evidencia. En el caso de autos, el documento en cuestión 

está firmado por el Sr. Bacó, sin embargo, no está 

acompañado de la certificación dando fe de que la firma 

 
31 Coop. Ahorro Rincón v. Mun. Mayagüez, 200 DPR 546, 555 (2018). 
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es genuina y que él es la persona con capacidad oficial 

para firmar la exención en controversia.   

Por su parte, el 24 de mayo de 2016 la Sra. Aponte 

emitió una enmienda a la exención contributiva. De igual 

forma, dicho documento tampoco fue presentado conforme 

a Derecho, toda vez que no se presentó certificación 

alguna autenticando su firma y la capacidad oficial para 

llevar a cabo dicho trámite.  

Cabe señalar que tanto la Exención como la enmienda 

a la Exención son documentos indispensables para atender 

la controversia del caso de epígrafe. Sin embargo, 

ninguno de los documentos fue presentado conforme a 

Derecho. Si bien es cierto que existen controversias 

susceptibles de ser resueltas mediante sentencia 

sumaria, es decir, sin la celebración de un juicio en su 

fondo, dicho mecanismo no puede resultar en la admisión 

de prueba de referencia inadmisible.   

Por otra parte, precisa destacar que la referida 

exención, como su enmienda, contienen una serie de 

condiciones y requisitos para que sean vinculantes. Es 

por ello que el Tribunal de Primera Instancia deberá 

auscultar, luego de determinada la autenticidad de los 

documentos, el cumplimiento con lo allí expuesto.  

Pasemos a evaluar el segundo error. Las 

cooperativas se crearon con el fin de que sus miembros 

puedan afrontar sus necesidades y aspiraciones 

económicas. Por tal razón, uno de los principios 

fundamentales que rige a las cooperativas es la 

participación económica de los socios, sin la cual se 

vulnera el propósito de dichas instituciones.  

En el caso de Coop. Ahorro Rincón, supra, el 

Tribunal Supremo hizo especial énfasis en la Ley de 
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Cooperativas. Dicha legislación tiene como propósito 

fortalecer el movimiento cooperativista a fin de 

brindarles a las cooperativas la oportunidad de asumir 

un papel más protagónico en el desarrollo económico de 

Puerto Rico.32 Nuestro más alto foro determinó que la 

exención contributiva es de aplicación al contratista 

encargado de la obra, en la medida que resolver lo 

contrario frustraría la intención legislativa, toda vez 

que el arbitrio de construcción se incluye en el costo 

de la obra, cantidad que sería pagada por la cooperativa, 

afectando así el capital de esta.  

Ahora bien, nos corresponde distinguir dicha 

opinión del Tribunal Supremo de la controversia de 

autos, toda vez que el caso ante nos no gira en torno a 

una cooperativa, sino más bien, en torno a una 

corporación pública destinada a proveerle a los 

ciudadanos un servicio adecuado de agua y alcantarillado 

sanitario.33 Resulta evidente que los propósitos para los 

cuales se crearon las cooperativas en nada se relacionan 

con los atinentes a la AAA. Es ahí donde radica la 

diferencia. Tal y como ha señalado el Tribunal Supremo, 

las exenciones contributivas se deben interpretar 

restrictivamente y, en caso de duda, a favor de su 

inexistencia.34 A pesar de que la Ley de Cooperativas no 

dispone una exención expresa a favor de un contratista 

que realiza obras en una cooperativa, nuestro más alto 

foro tiene el deber de hacer cumplir el propósito 

legislativo, el cual, según hemos indicado, es velar por 

las cooperativas a fin de que estas sean más competitivas 

en nuestra economía de mercado. En la medida en que se 

 
32 Coop. Ahorro Rincón, a la pág. 558. 
33 22 LPRA § 144. 
34 Pfizer Pharm. v. Mun. de Vega Baja, 182 DPR 267, 279 (2011). 
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exonera de los arbitrios de construcción, no sólo a la 

cooperativa, sino al tercero que realiza la obra, se 

logra el cometido de la Asamblea Legislativa. Permitir 

el cobro de arbitrios al contratista que realiza la obra, 

sería permitir de forma indirecta el cobro que está 

vedado hacer directamente a la cooperativa.35  

La opinión del Tribunal Supremo en el caso de Coop. 

Ahorro Rincón, está basada exclusivamente en la Ley de 

Cooperativas, por lo tanto, su análisis no puede ser 

extensivo al caso de epígrafe, toda vez que la 

controversia ante nos no es referente a una cooperativa. 

Conforme con lo anterior, forzoso nos es concluir que 

erró el TPI al exonerar del pago de arbitrios de 

construcción a las aquí apeladas utilizando como 

fundamento la opinión emitida en el caso de Coop. Ahorro 

Rincón.  

-IV- 

  

De conformidad con los fundamentos antes expuestos 

se revoca la Sentencia apelada y se devuelve el caso al 

foro primario para la celebración de una vista en su 

fondo.   

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
35 Coop. Ahorro Rincón, a la pág. 560. 


